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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensora pública contra el fallo de condena proferido el pasado nueve (9) de enero-08.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se tuvo conocimiento por denuncia instaurada en el mes de enero de 2006 por el señor FERNEY OROZCO RAMÍREZ, que a su tío AURELIO RAMÍREZ FRANCO lo estaban extorsionando en su chatarrería ubicada en el sector del barrio “El Balso” del vecino municipio de Dosquebradas (Rda.), porque inicialmente le solicitaban diariamente la entrega de dos mil o tres mil pesos en efectivo, pero un día le exigieron cincuenta mil y no accedió. Con posterioridad, efectivos del GAULA dieron con el paradero de dos personas comprometidas en estos hechos, los cuales fueron identificados como VÍCTOR ALFONSO PÉREZ GONZÁLEZ y MARCOS SÁNCHEZ MONTAÑO, el último de los cuales ya había muerto en forma violenta según se pudo establecer.
1.2.- Una vez obtenida la captura de PÉREZ GONZÁLEZ, la Fiscalía le formuló imputación ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de Control de Garantías, como autor material responsable en un delito de EXTORSIÓN al que se contrae el artículo 244 del Código Penal, incrementada de conformidad con el artículo 14 de la Ley 890 de 2004. El indiciado ACEPTÓ los cargos.
1.3.- Ante esa aceptación, el asunto pasó al Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento, cuya titular finiquitó el trámite con un fallo de condena por medio del cual declaró penalmente responsable al acusado en congruencia por los cargos formulados, y le impuso una sanción privativa de la libertad equivalente a noventa y seis (96) meses de prisión y cuatrocientos (400) s.m.l.m.v. de multa; igualmente, la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal. Le fue negado el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por expresa prohibición legal.
1.4.- La defensora pública no compartió esa determinación y la impugnó, razón por la cual los registros fueron enviados ante este Tribunal con el fin de desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensora -recurrente-

Hace un recuento de lo fáctico para indicar que lo investigado tuvo ocurrencia a finales del año 2005 y la denuncia a comienzos del 2006, no obstante, para el momento en que fue capturado -Octubre de 2006-, se encontraba trabajando en construcción y velaba por la manutención de nueve hermanos menores y la progenitora, razón por la cual, no debería privársele de la libertad por estos acontecimientos pasando por alto que ya estaba dedicado a una actividad lícita.

De todas formas, él se allanó a los cargos y se le impuso la sentencia que correspondía, pero no está de acuerdo con el monto de pena fijado por la Juez de primer grado, por cuanto se ha desconocido el principio de legalidad.
En efecto, a VICTOR ALFONSO se le impuso como sanción privativa de la libertad la de 96 meses de prisión, correspondiente a la pena mínima establecida para este punible atendiendo el incremento de que trata el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, menos la reducción del 50% por allanamiento unilateral a los cargos imputados; empero, no se tuvo en cuenta la reducción a la cual hace referencia el artículo 268 del Código Penal, habida consideración a que la cuantía de la extorsión no superó la cantidad de un salario mínimo mensual vigente. Así es, porque se supo que no hubo una suma específica que se le estuviera exigiendo a la víctima, simplemente que por espacio de unas cuatro semanas se le pidió la entrega de 2.000.oo ó 3.000.oo pesos diarios, siendo lo máximo la cantidad de $50.000.oo, lo que sumado no alcanza a superar ese tope máximo indicado por la norma. De todas formas, la duda en tal sentido debe resolverse a favor de su patrocinado.
Solicita del Tribunal igualmente, tener en consideración para los anteriores efectos, que los hechos se registraron mucho antes de entrar en vigencia la Ley 1121 de 2006, en cuyo artículo 26 se prohíbe la concesión de descuentos punitivos y beneficios; luego entonces, cabe el principio de favorabilidad ultraactiva.

2.2.- Fiscal -no recurrente-
Dice estar en un todo de acuerdo con la defensora, porque en verdad los hechos indican que la suma de la extorsión no fue superior a ese salario mínimo legal mensual vigente al que se contrae el dispositivo en cita, dado que las exigencias no fueron superiores a los cincuenta mil pesos ya referidos.
Solicita en consecuencia modificar el fallo de primera instancia en ese sentido. 
3.- La Decisión

Tiene competencia la Sala para conocer de este recurso en atención a las voces del artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004.
No se advierten irregularidades sustanciales que impidan este pronunciamiento y que obliguen a retrotraer lo actuado a etapas ya superadas.
El tema objeto de debate, como se advierte, radica en la incidencia de la cuantía de la extorsión en el caso a estudio.

Como se sabe, la cuantía en los delitos contra el patrimonio económico, y la extorsión lo es, tiene un efecto directo tanto en la fijación de la competencia como en la determinación de la pena a imponer. 
Debemos ponernos de acuerdo en establecer cuál es la cuantía que marca la pauta en los delitos de extorsión en general, y a qué cuantía es a la que debemos atenernos en el presente asunto. En esa dirección diremos:
El referente para establecer la cuantía en esta clase de injusto, consiste en el monto del mayor valor exigido. Lo anterior, en acatamiento a la Sentencia de Casación Penal del 29 de octubre de 2001, con Rad. 13.292, en la cual se expone: 
“…la acción positiva o conducta desplegada por los sujetos activos del tipo penal de extorsión marca la pauta para fijar la competencia por razón de la cuantía, pues es su hacer ilegítimo el que se juzga, con independencia de lo que hagan frente a la exigencia quienes padecen el constreñimiento, las autoridades o terceras personas”.
Para el caso en concreto se supo que por espacio de varios días se le solicitó al señor AURELIO RAMÍREZ la entrega diaria de dos mil o tres mil pesos en efectivo, pero un día le exigieron bajo amenaza la entrega de cincuenta mil pesos ($50.000.oo), suma que se negó a entregar.

Con respecto a cada uno de los factores en los cuales incide esa cuantía, cabe afirmar que frente al primero -la competencia-, la extorsión ha sufrido importantes variaciones, porque para los hechos ocurridos antes del primero de enero de 2005, la competencia estaba asignada en forma exclusiva a los señores Jueces Penales Especializados sin importar la cuantía, de conformidad con el entendimiento dado por la Sala de Casación Penal a la Ley 733 de 2002 en auto de abril 09 de ese mismo año; en tanto, para los comportamientos extorsivos cometidos con posterioridad a la citada fecha, la competencia viene oscilando entre varias categorías de funcionarios, a saber: hasta 150 s.m.l.m.v. conocen los señores Jueces Penales Municipales; entre 150 y 500 s.m.l.m.v. conocen los señores Jueces Penales del Circuito, y más de 500 s.m.l.m.v. es del resorte de los señores Jueces Especializados.

No obstante, en unos más recientes precedentes de fechas primero (1º) de agosto de 2007, Rad. 27.882, M.P. Alfredo Gómez Quintero, y cinco (5) de Diciembre de 2007, Rad. 28.759, M.P. Augusto J. Ibáñez Guzmán, se observa que para la hora de ahora con vigencia de la Ley 1121 de 2006, esa competencia por la cuantía en los delitos de extorsión debe hacer distinción entre aquellos casos regidos por la Ley 600 de 2000 y aquellos otros tramitados bajo la égida de la actual Ley 906 de 2004. Frente a la primera ley -la 600-00-, las conductas que no superan los 150 s.m.l.m.v. serán del resorte de los Jueces Penales del Circuito por competencia residual; en cambio, de las conductas atinentes a la segunda ley -la 906-04- conocerán los Jueces Municipales quienes son competentes para asumir el conocimiento de las extorsiones cuya cuantía no supere los susodichos 150 s.m.l.m.v.

Por ese factor objetivo, por tanto, no cabe duda que era la señora Juez Penal Municipal de Dosquebradas la competente para asumir el conocimiento de este asunto como en efecto lo hizo, teniendo en consideración que el salario mínimo fijado para el año 2005 -fecha de ocurrencia de estos hechos- ascendía a $381.500 de conformidad con el Dcto. 4360 de 2004.

En lo que hace al segundo factor -estimación de pena-, que es lo que en últimas inquieta a la defensora recurrente, se tiene lo establecido por el artículo 268 C.P. que textualmente dispone: “Las penas señaladas en los capítulos anteriores, se disminuirán de una tercera parte a la mitad, cuando la conducta se cometa sobre cosa cuyo valor sea inferior a un (1) salario mínimo legal mensual, siempre que el agente no tenga antecedentes penales y que no haya ocasionado grave daño a la víctima, atendida su situación económica”. La pregunta es por tanto, si en el caso que se juzga hay o no lugar a la reducción habida consideración al monto de la exigencia extorsiva.

A este respecto, como se mencionó, es el mayor monto exigido lo que marca la pauta para la determinación de la cuantía, en consecuencia, serían los cincuenta mil pesos ($50.000.oo) finalmente requeridos a la víctima lo que la falladora de instancia debió tener en consideración al momento de hacer la tasación de la pena. Esa suma, por supuesto, no supera el tope establecido por la disposición en cita que contempla la diminuente en caso de no rebasarse el salario mínimo legal, con lo cual, era procedente su aplicación en el caso a estudio. Y lo dicho es así, además, porque a lo que la norma se refiere es a que la conducta se realice “sobre objeto de cuantía inferior a ese monto”, no hace alusión a la suma que acrecienta ilícitamente al patrimonio del actor, sino al real o potencial daño de la víctima. 

Para llegar a esa conclusión, no cree la Sala que sea necesario hacer uso del argumento propuesto en cuanto a que los hechos se registraron a finales del año 2005, es decir, mucho antes de la entrada en vigencia de la Ley 1121 de 2006 que empezó a regir a partir del día treinta (30) de Diciembre de 2006 -fecha de publicación en el Diario Oficial No 46.497- y en cuyo contexto se introdujeron expresas prohibiciones a subrogados y beneficios para varias modalidades delictivas entre ellas la extorsión. Y no se requiere, porque si se observa bien, en esta normatividad especial se hizo expresa referencia en su artículo 26 a las rebajas de pena “por sentencia anticipada y confesión”, es decir, nada que ver con los descuentos punitivos por razón de la cuantía a que se contrae el presente debate. Se trata entre otras cosas, de disposiciones bien disímiles, puesto que la rebaja por razón de la cuantía está consagrada en la codificación sustantiva penal, en tanto, la que ha sido modificada por esta ley en cuanto a los descuentos por acogimiento a sentencia anticipada -hoy allanamiento a cargos- se encuentra estipulada en la codificación procesal penal. Adicional a todo ello, cabe recordar que para el caso que nos ocupa ese sustancial beneficio por acogimiento a cargos sí se le reconoció al señor PÉREZ GONZÁLEZ.

Por todo lo sostenido, el Tribunal halla razón a la petición de fondo que nos presenta la parte que impugna y es un imperativo la modificación del fallo revisado en lo pertinente a la dosimetría penal, a cuyo efecto corresponde hacer la redosificación en los siguientes términos:
La Juez, al momento de fijar la pena, procedió así: 1.- señaló la pena a imponer por el delito de Extorsión con el incremento al que alude el artículo 14 de la Ley 906 de 2004, fijándola entre 192 y 288 meses de prisión; 2.- estableció el ámbito punitivo de movilidad para ubicarse en el primer cuarto que estaría oscilando entre 192 y 216 meses, y dentro de él eligió el extremo inferior por ausencia de circunstancias de mayor punibilidad; y 3.- a ese quantum de 192 meses le redujo el 50% por acogimiento a cargo en la primera oportunidad procesal, lo que arrojó un total de pena a imponer de 96 meses de prisión. Igual procedimiento se adelantó con respecto a la pena pecuniaria -multa- para una cifra final de 400 s.m.l.m.v. 

La Sala considera que hay lugar a reducir en la mitad tanto la pena privativa de la libertad como la pena de multa establecida en la primera instancia, con fundamento en lo reglado por el artículo 268 Código Penal, en consideración a que el agente no posee antecedentes penales y porque no se ocasionó grave daño a la víctima atendida su situación económica. De esa manera, la sanción que en definitiva corresponde imponer será la equivalente a cuarenta y ocho (48) meses de prisión y multa de doscientos (200) s.m.l.m.v.. En igual proporción quedará reducida la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso, pero lo MODIFICA en lo atinente a la dosificación punitiva, en el sentido que a VICTOR ALFONSO PÉREZ se le impone como pena privativa de la libertad la de cuarenta y ocho (48) meses de prisión y multa de doscientos salarios mínimo legales mensuales vigentes. La sanción accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas se reduce en igual proporción a la pena principal.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

          LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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